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este caso la información proporcionada por 
la Delegación Territorial de Inclusión Social, 
Juventud, Familias e Igualdad justifica la limi-
tación de los contactos del padre con el me-
nor en base a la negativa del propio menor, 
teniendo además en consideración la más 
que probable desestabilización emocional 
que sufriría de producirse tales contactos, así 
como la actitud desafiante y oposicionista del 
padre hacia los profesionales del centro al ar-
gumentar sus pretensiones (queja 22/7136).

3.1.2.6.3. Intervención del Ente público, fiscalías y 
juzgados ante situaciones de maltrato a menores 
de edad

En los casos de maltrato a menores de edad se producen de forma simultánea inter-
venciones de distintas Administraciones públicas, en un caso orientadas a depurar las 
eventuales responsabilidades penales y civiles, en otros casos a garantizar la atención 
social y sanitaria a la víctima, y también para garantizar la protección efectiva de los de-
rechos de las personas menores de edad. Al producirse estas actuaciones es deseable 
una gestión coordinada entre Administraciones y también que su intervención 
tenga siempre presente la condición de menor de edad de la víctima, evitando en 
lo posible añadir daño al ya sufrido por el contexto policial, judicial, de servicios 
sociales o sanitario en que se producen las distintas intervenciones.

Citamos un claro ejemplo representativo del problema enunciado. Recibimos la queja 
de la madre de una menor en disconformidad con la atención recibida por su hija en 
los juzgados de Torremolinos (Málaga) tras presentar una denuncia por abusos sexuales. 
Nos decía en su escrito que no se proporcionó a la menor la atención integral prevista en 
el artículo 12 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio, de protección integral a la infancia 
y la adolescencia frente a la violencia (LOPIVI), ya que no obtuvo asesoramiento jurídico 
adecuado, ni acompañamiento psicológico y social.

Se lamentaba de manera especial de que no se hubiera evitado la confrontación visual 
de la menor con la persona inculpada, con la consecuente victimización secundaria y 
también de que la actuación coordinada de policía, fiscalía, oficina judicial y órgano 
judicial no se hubiera desarrollado teniendo a la menor como eje central de todas las 
actuaciones.

Para dar trámite a la queja solicitamos la emisión de un informe al respecto tanto a la 
Viceconsejería de Justicia como a la Fiscalía Provincial de Málaga.

En respuesta a nuestro requerimiento recibimos en primer lugar el informe emitido por 
la Fiscalía Provincial que venía a relatar el resultado de las diligencias practicadas para 
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determinar, hasta donde sea posible, la veracidad de los hechos que dan lugar a la queja 
y las respuestas a las distintas sugerencias formuladas por la reclamante.

Así, respecto a la necesidad de formación de los funcionarios de policía de laS Unidades 
de Atención a la Familia y Mujer (UFAM) en Derecho Penal, el Ministerio fiscal señala 
que dichos funcionarios tienen formación en Derecho Penal, además de la específica 
para tratar los asuntos de su competencia. En el presente caso, los hechos denunciados 
eran indiciariamente constitutivos de delito, pero, tras la práctica de las diligencias que 
se estimaron pertinentes, la autoridad judicial acordó el sobreseimiento provisional, lo 
cual no implica que los funcionarios de la Policía judicial erraran por falta de conoci-
mientos y formación.

La reclamante, reclamaba asimismo «dotar a los menores de edad que han sido vícti-
mas de asesoría jurídica integral» y de «encargar a organismos superiores que tengan 
competencia de vigilancia y control para que supervisen si a los menores de edad se les 
está dando el debido proceso con todas las garantías posible y si se les está prestando 
la asesoría jurídica que necesitan». Al respecto, el Fiscal argumenta que, en el presente 
caso, se hizo ofrecimiento a la madre de las acciones, manifestando que reclamara lo 
que le correspondiera en derecho. No se personó en ese momento ni lo hizo después, 
una vez conocido lo finalmente acordado.

A continuación, el Ministerio fiscal traslada el informe textual ofrecido por el Colegio de 
Abogados de Málaga:

“Si la víctima menor es hija/o de víctima de Violencia de Género, será atendido 
por el/la Letrado/a que esté ese día de guardia de Violencia Doméstica-Género. 
No es el caso que nos ocupa.

Si la víctima menor, representada por alguno de sus progenitores, acude al 
Servicio de Orientación Jurídica o al Juzgado Decano de su localidad si el pro-
cedimiento es de otro partido judicial para solicitar abogado de oficio para 
ejercitar la acusación particular, el Colegio de Abogados le asignará un Letra-
do adscrito al Turno especial de Violencia de Menores. No es tampoco el caso, 
pues doña ... declinó el ofrecimiento de personarse como acusación particular.

Cuando la víctima menor formaliza su declaración en el Juzgado de Guardia, 
será asistido por uno de los Letrados/as que se encuentren de Guardia de Juz-
gado en ese mismo día.

Tal como aparece formulado este último supuesto parece que se refiere a 
aquellos casos en que el representante legal del menor acude directamente 
al Juzgado de Guardia y comparece en el procedimiento, queriendo ejercitar la 
acusación particular, pero sin haber pasado antes por el Servicio de Orientación 
Jurídica. Si ello es así, tampoco es este el caso, pues, como ya hemos visto, doña 
... no quiso personarse.

El artículo 12, apartado h, de la Ley Orgánica 8/2021, de 04 de junio, prevé el 
“acompañamiento y asesoramiento en los procedimientos judiciales en los que 
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deba intervenir [el menor], si fuera necesario”. No parece que este supuesto esté 
en el abanico de posibilidades contempladas por el llustre Colegio de Abogados 
de Málaga.

Pero, más allá de eso y analizando el presente caso, hemos de partir de la 
premisa de que ese “acompañamiento y asesoramiento” se garantiza por la 
Ley en los supuestos en que “fuera necesario”. Compareciendo la menor, de 
diecisiete años, asistida por su madre y no habiendo querido esta personarse 
en el proceso, no parece que se dieran indicios de los que pudiera colegirse que, 
pese a todo, en este caso era necesario proporcionar ese acompañamiento 
y asesoramiento. Y es que la propia doña ... no los consideró necesarios en el 
momento, aunque posteriormente, en su queja, manifieste que sí lo habrían 
sido. Nótese a este respecto, que doña ... no se personó ni cuando se le hizo el 
ofrecimiento de acciones ni después, cuando se le notificó la resolución final.

Pero, precisamente, la disquisición anterior muestra que quizá debería estable-
cerse un protocolo que garantice el “acompañamiento y asesoramiento en los 
procedimientos judiciales en los que deba intervenir [el menor]”, sin perjuicio 
de la decisión que, hecho el ofrecimiento de acciones, pueda tomar el repre-
sentante del menor.”

Por otro lado, el informe del Ministerio Fiscal centraba también su atención en las instala-
ciones del juzgado de Torremolinos. En la sede de los Juzgados de Instrucción números 
1 al 4 de Torremolinos, los ciudadanos, sea cual fuere la calidad en la que comparecen 
(investigado, víctima, testigo o perito) comparten el espacio en el que han de aguardar 
a ser llamados: las salas de espera que anteceden a las dependencias judiciales en cada 
planta, los bancos de la entrada del edificio o, incluso, la vía pública. Por ello, tradicional-
mente, se optaba por soluciones “caseras”: ubicar a víctimas e investigados en plantas 
diferentes para que no coincidieran, lo que no evitaba que se produjeran, en ocasiones, 
situaciones no deseadas ni queridas, como las que dan lugar a la formulación de la queja.

Tal dio lugar a que, finalmente, se consiguiera acondicionar una pequeña salita, en la 
planta baja del edificio: se trata de un pequeño espacio para las mujeres víctimas de 
violencia de género, así como para sus acompañantes, letrados o funcionarios de policía 
asignados para su protección.

Añadía la Fiscalía: “ este Fiscal reitera que, en este punto, no puede estar más de acuerdo 
con doña … . Es imperativo contar con instalaciones que garanticen la intimidad, paz y 
tranquilidad de las víctimas, así como la no confrontación visual entre estas y los inves-
tigados; sean víctimas de violencia de género o no, pues las que no lo son no pueden, 
no deben, ser consideradas de peor condición. Y las precauciones han de extremarse 
cuando las víctimas son menores de edad, incluso aunque se trate de adolescentes que 
rozan la mayoría de edad, como en el presente caso. En este sentido, ha de valorarse 
muy positivamente el esfuerzo realizado por los Jueces de este partido judicial que 
han logrado sacar espacio de donde no lo había para atender a las mujeres víctimas 
de violencia de género, pues la afluencia de estas al Juzgado de Instrucción número 3, 
con competencia en Violencia Sobre la Mujer, desgraciadamente, es diaria y numerosa. 
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Pero casos como el que nos ocupan ponen de manifiesto que aún queda trabajo por 
hacer. Él problema es el espacio disponible.

Lo expuesto, a juicio del Fiscal que suscribe, no exime del deber de buscar una solución 
a este problema por parte de las autoridades competentes. En el ínterin sí sería desea-
ble contemplar que la salita existente en la sede del número 32 se abra también a las 
víctimas menores de edad. En el momento de redactar este informe, ya que no hay 
protocolo escrito y para mayor celeridad, se ha planteado verbalmente esta posibilidad 
a la Ilma. Sra. Juez Decana de Torremolinos, que ha hecho suya instantáneamente”.

Otro de los aspectos suscitados en la queja versa sobre la necesidad urgente de for-
mación, educación y sensibilización de Jueces y Fiscales «para con las víctimas y trato 
con menores de edad» (sugerencia sexta) y sobre la necesidad de que por el Fiscal se 
ponga «más interés» en la «defensa» del menor y que «Si un fiscal está para ayudar a 
las víctimas que lo haga»

En respuesta a estas cuestiones el Fiscal argumentó que “Jueces y Fiscales recibimos 
formación inicial y continuada en estas y otras muchas materias, como puede com-
probarse acudiendo a los correspondientes planes de formación de la Escuela Judicial 
y del Centro de Estudios Jurídicos. Esa formación no sólo es un deber, también un 
derecho de Jueces y Fiscales.

Pero es claro que de nada sirve que se cumplan correctamente los deberes inherentes 
al cargo si no sabemos transmitirlo al ciudadano, al que en última instancia servimos. 
Y es claro también que, a ojos de doña ..., la Magistrada-Juez y el Fiscal que han inter-
venido en la presente causa no lo han hecho correctamente.

Pero ha de examinarse si esa percepción se corresponde con la realidad. Critica doña 
... el trato recibido de ambos y, por lo que se refiere al Fiscal, añade que «brilló por su 
ausencia. Solo firmó una resolución sin interesarse en el proceso».

Por lo que se refiere al trato recibido: en primer lugar y en cuanto al modo de condu-
cirse la llma. Sra. Magistrada-Juez de Instrucción hemos de acudir a la grabación de 
la exploración de la menor, que tuvo lugar a las 12:31 horas del 6 de octubre de 2022; 
dura diecisiete minutos y cinco segundos. También se levantó un acta sucinta. Doña 
... atribuye a la Magistrada-Juez una serie de expresiones y afirma que, en esencia, se 
condujo sin tacto, ni empatía ni sensibilidad, tratando a la menor como un adorno de 
la oficina y haciéndola sentir como la acusada. Pues bien, vista la grabación, nada de 
lo afirmado se aprecia. Antes al contrario”.

Como complemento de la información aportada por la Fiscalía recibimos la que nos fue 
remitida por la Viceconsejería de Justicia en la que respecto de las condiciones arquitec-
tónicas del inmueble en que se ubica el citado juzgado, su funcionalidad y características, 
se reseñaba, sin aportar mayores datos, que el Decreto 164/2022, de 9 de agosto, por el 
que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Justicia, Administración Local 
y Función Pública, otorga las competencias en materia de infraestructuras judiciales a la 
Secretaría General de Infraestructuras Judiciales, Modernización Digital y Regeneración, 
y a la Dirección General de Planificación, Modernización y Gestión de Fondos.

ÍNDICE



113

Informe Anual DIAA 2023

A continuación se nos aporta el informe ela-
borado por la Dirección General de Justicia 
Juvenil y Cooperación que venía a señalar que 
en materia de atención a las víctimas se en-
cuentra vigente el Convenio de colaboración 
firmado entre la Consejería de Justicia y la Fis-
calía Superior de Andalucía para coordinar la 
ejecución del estatuto de la víctima del delito, 
de 23 de octubre de 2018, cuyo objeto princi-
pal es establecer el marco de colaboración y 
cooperación entre el Servicio de Asistencia a 
las Víctimas en Andalucía (en adelante, SAVA) 
y las Fiscalías Provinciales, con el fin de me-
jorar la protección de las víctimas de especial 
vulnerabilidad, en quienes concurran alguna 
de las circunstancias especialmente destaca-
das en el artículo 23.2 del Estatuto de la Vícti-
ma del delito, prestándoles una atención y/o 
asistencia integral, especializada y acorde a 
sus necesidades especificas.

En el caso concreto analizado en la queja la aludida Dirección General nos indica que el 
SAVA de Málaga tras investigar los hechos acaecidos concluye que no obra en su base de 
datos antecedente alguno de este asunto, no habiendo tenido ese Servicio conocimiento 
ni recibido derivación del mismo por parte de ningún organismo interviniente, ni ha-
biendo acudido la familia en solicitud de asistencia, todo ello conforme a las previsiones 
del artículo 10 de la Ley 4/2015, de 27 de abril, donde se establece que «las autoridades o 
funcionarios que entren en contacto con las víctimas deberán derivarlas a las Oficinas de 
Asistencia a las Víctimas cuando resulte necesario en atención a la gravedad del delito 
o en aquellos casos en los que la propia víctima lo solicite».

Una vez analizada la documentación del expediente de queja esta Defensoría ha de 
lamentar las vivencias sufridas por la menor, toda vez que por diversas circuns-
tancias el trato que recibió no se corresponde con las previsiones normativas, ni en 
cuanto a confortabilidad y funcionalidad de las instalaciones judiciales, ni en cuanto a la 
disponibilidad de información adaptada a la menor sobre el procedimiento y trámites 
consecuentes a su denuncia, y las prestaciones a las que podría tener acceso como 
víctima de delito.

En cuanto al aspecto relativo a las dependencias judiciales hemos de recalcar la referen-
cia existente en la Memoria del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía del año 2022 
que en relación a infraestructuras judiciales se destaca que los juzgados de Torremolinos 
están desperdigados en distintos edificios, adoleciendo éstos de evidentes carencias, 
por lo que que desde el año 2006 existe un proyecto para crear una nueva sede judicial, 
el cual a la fecha actual sigue sin ejecutarse.
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Es por ello que, al tratarse de un asunto de gran calado, en el que se han de conjugar 
las disponibilidades presupuestarias con el expediente de contratación pública del pro-
yecto, dirección técnica y ejecución material del mismo, esta Defensoría ha incoado, 
de oficio, un expediente de queja para recabar información sobre el estado de 
tramitación de dicho proyecto de nueva sede judicial, el cual vendría a solventar las 
graves carencias que se señalan en el propio informe de la Fiscalía.

Dejando a un lado esta cuestión, y en lo que atañe a la necesaria coordinación entre las 
distintas administraciones intervinientes para proporcionar una atención a la menor 
víctima de violencia, y tal como reclama la fiscalía en su informe respecto de la necesidad 
de que se establezca “un protocolo que garantice el “acompañamiento y asesoramiento 
en los procedimientos judiciales en los que deba intervenir [el menor]”, sin perjuicio de 
la decisión que, hecho el ofrecimiento de acciones, pueda tomar el representante del 
menor”, hemos remitido una Recomendación a la Viceconsejería de Justicia para que 
se promueva la elaboración de un protocolo que coordine la intervención en las 
distintas provincias de Andalucía del SAVA, policía, fiscalía y juzgados para garan-
tizar a las víctimas, menores de edad, el acompañamiento, atención psicológica y 
social, y asesoramiento jurídico que precisen en los procedimientos judiciales en 
los que hayan de intervenir (queja 22/6935).

3.1.2.6.4. Acogimiento familiar

En relación al acogimiento familiar, según queda recogido en el artículo 81.f de la Ley 
de Infancia y Adolescencia en Andalucía, la intervención del Ente público tendrá que 
priorizar la adopción de medidas familiares frente a las residenciales, las estables frente 
a las temporales, y las consensuadas frente a las impuestas, garantizando la continuidad 
de las relaciones personales del menor con su familia de origen y su familia extensa, 
siempre que no vaya en contra de su interés superior, perjudique su desarrollo integral, 
ni la adopción de una medida estable. Y en el artículo 99 de la misma Ley se establece 
que el acogimiento familiar tiene por objetivo lograr la plena integración y parti-
cipación de las niñas, niños y adolescentes en un núcleo familiar, adecuado a sus 
necesidades, para ofrecerles un entorno afectivo de convivencia, lo cual implica el 
ejercicio de la guarda por parte de las familias acogedoras y que la Administración 
Pública deba velar por su adecuada selección, formación continuada y que efectúe un 
seguimiento periódico de las familias acogedoras en todas sus modalidades.

Respecto de la problemática asociada a la valoración de idoneidad en los primeros me-
ses del año 2023 recibimos respuesta a la resolución que emitimos en la queja 22/6919, 
en la que hubimos de incidir en las mismas consideraciones que efectuamos en una 
anterior resolución e insistir en que, desde el punto de vista de esta Defensoría, no se 
puede considerar carente de fundamento la petición que realizan los familiares de una 
menor para que se diera respuesta expresa a su solicitud para tenerla en acogimiento 
familiar, por lo que estimamos que, atendiendo al interés superior de la menor, la peti-
ción debió ser objeto de estudio, valoración y ser respondida mediante una resolución, 
suficientemente motivada, en la que se analizaran los pros y los contras de un posible 
cambio en la medida de protección, resolviendo lo procedente.
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